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LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
 

TEXTO VIGENTE 
Nueva Ley publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de julio de 2016 

 
 
 
Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 
 

ENRIQUE PEÑA NIETO, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 
 
Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 
 

DECRETO 
 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, D E C R E T A : 
 
POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL ANTICORRUPCIÓN; LA 

LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS, Y LA LEY ORGÁNICA DEL 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA. 

 
ARTÍCULO PRIMERO. ……….. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO. ……….. 
 
ARTÍCULO TERCERO. Se deroga la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 

Administrativa y se expide la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 
 

LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
 

TÍTULO PRIMERO 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
Capítulo I 

Del Tribunal Federal de Justicia Administrativa 
 

Artículo 1. La presente Ley es de orden público e interés general y tiene por objeto determinar la 
integración, organización, atribuciones y funcionamiento del Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 

 
El Tribunal Federal de Justicia Administrativa es un órgano jurisdiccional con autonomía para emitir 

sus fallos y con jurisdicción plena. 
 
Formará parte del Sistema Nacional Anticorrupción y estará sujeto a las bases establecidas en el 

artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la Ley General 
correspondiente y en el presente ordenamiento. 

 
Las resoluciones que emita el Tribunal deberán apegarse a los principios de legalidad, máxima 

publicidad, respeto a los derechos humanos, verdad material, razonabilidad, proporcionalidad, presunción 
de inocencia, tipicidad y debido proceso. 
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El presupuesto aprobado por la Cámara de Diputados para el Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa, se ejercerá con autonomía y conforme a la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y las disposiciones legales aplicables, bajo los principios de legalidad, 
certeza, independencia, honestidad, responsabilidad y transparencia. Su administración será eficiente 
para lograr la eficacia de la justicia administrativa bajo el principio de rendición de cuentas. 

 
Dicho ejercicio deberá realizarse con base en los principios de honestidad, responsabilidad, eficiencia, 

eficacia, transparencia, rendición de cuentas, austeridad, racionalidad y bajo estos principios estará 
sujeto a la evaluación y control de los órganos correspondientes. 

 
Conforme a los principios a que se refiere el párrafo anterior, y de acuerdo a lo establecido en la Ley 

Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, el Tribunal se sujetará a las siguientes reglas: 
 

I. Ejercerá directamente su presupuesto aprobado por la Cámara de Diputados, sin 
sujetarse a las disposiciones emitidas por las secretarías de Hacienda y Crédito Público y 
de la Función Pública; 

 
II. Autorizará las adecuaciones presupuestarias sin requerir la autorización de la Secretaría 

de Hacienda y Crédito Público, siempre y cuando no rebase su techo global aprobado 
por la Cámara de Diputados; 

 
III. Determinará los ajustes que correspondan a su presupuesto en caso de disminución de 

ingresos durante el ejercicio fiscal, y 
 
IV. Realizará los pagos, llevará la contabilidad y elaborará sus informes, a través de su 

propia tesorería. 
 

Artículo 2. Para efectos de esta Ley se entenderá, por: 
 

I. Junta: La Junta de Gobierno y Administración; 
 
II. Ley: La Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa; 
 
III. Presidente del Tribunal: El Presidente del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, y 
 
IV. Tribunal: El Tribunal Federal de Justicia Administrativa. 
 

Capítulo II 
De la competencia del Tribunal y los Conflictos de Intereses 

 
Artículo 3. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, 

actos administrativos y procedimientos que se indican a continuación: 
 

I. Los decretos y acuerdos de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean 
autoaplicativos o cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de 
aplicación; 

 
II. Las dictadas por autoridades fiscales federales y organismos fiscales autónomos, en que 

se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las 
bases para su liquidación; 
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III. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal de la 
Federación, indebidamente percibido por el Estado o cuya devolución proceda de 
conformidad con las leyes fiscales; 

 
IV. Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas federales; 
 
V. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones 

anteriores; 
 
VI. Las que nieguen o reduzcan las pensiones y demás prestaciones sociales que concedan 

las leyes en favor de los miembros del Ejército, de la Fuerza Aérea y de la Armada 
Nacional o de sus familiares o derechohabientes con cargo a la Dirección de Pensiones 
Militares o al erario federal, así como las que establezcan obligaciones a cargo de las 
mismas personas, de acuerdo con las leyes que otorgan dichas prestaciones. 

 
 Cuando para fundar su demanda el interesado afirme que le corresponde un mayor 

número de años de servicio que los reconocidos por la autoridad respectiva, que debió 
ser retirado con grado superior al que consigne la resolución impugnada o que su 
situación militar sea diversa de la que le fue reconocida por la Secretaría de la Defensa 
Nacional o de Marina, según el caso; o cuando se versen cuestiones de jerarquía, 
antigüedad en el grado o tiempo de servicios militares, las sentencias del Tribunal sólo 
tendrán efectos en cuanto a la determinación de la cuantía de la prestación pecuniaria 
que a los propios militares corresponda, o a las bases para su depuración; 

 
VII. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario federal o al 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado; 
 
VIII. Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento 

de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios 
celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal 
centralizada y paraestatal, y las empresas productivas del Estado; así como, las que 
estén bajo responsabilidad de los entes públicos federales cuando las leyes señalen 
expresamente la competencia del tribunal; 

 
IX. Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, declaren 

improcedente su reclamación o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante. 
También, las que por repetición, impongan la obligación a los servidores públicos de 
resarcir al Estado el pago correspondiente a la indemnización, en los términos de la ley 
de la materia; 

 
X. Las que requieran el pago de garantías a favor de la Federación, las entidades 

federativas o los Municipios, así como de sus entidades paraestatales y las empresas 
productivas del Estado; 

 
XI. Las que traten las materias señaladas en el artículo 94 de la Ley de Comercio Exterior; 
 
XII. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento 

administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos de la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo; 

 
XIII. Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se 

indican en las demás fracciones de este artículo; 
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XIV. Las que se funden en un tratado o acuerdo internacional para evitar la doble tributación o 
en materia comercial, suscritos por México, o cuando el demandante haga valer como 
concepto de impugnación que no se haya aplicado en su favor alguno de los referidos 
tratados o acuerdos; 

 
XV. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el 

transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal de la Federación, la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo 
de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse 
configurado la resolución positiva ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que 
rija a dichas materias. 

 
 No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que 

se pudiere afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante 
autoridad administrativa; 

 
XVI. Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones administrativas a los 

servidores públicos en términos de la legislación aplicable, así como contra las que 
decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, además de los 
órganos constitucionales autónomos; 

 
XVII. Las resoluciones de la Contraloría General del Instituto Nacional Electoral que impongan 

sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales; 

 
XVIII. Las sanciones y demás resoluciones emitidas por la Auditoría Superior de la Federación, 

en términos de la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, y 
 
XIX. Las señaladas en esta y otras leyes como competencia del Tribunal. 
 

Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas 
cuando no admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa. 

 
El Tribunal conocerá también de los juicios que promuevan las autoridades para que sean anuladas 

las resoluciones administrativas favorables a un particular, cuando se consideren contrarias a la ley. 
 
Artículo 4. El Tribunal conocerá de las Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos 

y Particulares Vinculados con Faltas Graves promovidas por la Secretaría de la Función Pública y los 
Órganos Internos de control de los entes públicos federales, o por la Auditoría Superior de la Federación, 
para la imposición de sanciones en términos de lo dispuesto por la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas. Así como fincar a los responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones 
pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Federal o al 
Patrimonio de los entes públicos federales. 

 
Bajo ninguna circunstancia se entenderá que la atribución del Tribunal para imponer sanciones a 

particulares por actos u omisiones vinculadas con faltas administrativas graves se contrapone o 
menoscaba la facultad que cualquier ente público posea para imponer sanciones a particulares en los 
términos de la legislación aplicable. 

 
Artículo 5. Las y los Magistrados que integran el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, están 

impedidos para conocer de los asuntos por alguna de las siguientes causas: 
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I. Tener parentesco en línea recta sin limitación de grado, en la colateral por 
consanguinidad hasta el cuarto grado y en la colateral por afinidad hasta el segundo, con 
alguno de los interesados, sus representantes, patronos o defensores; 

 
II. Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas a que se refiere 

la fracción anterior; 
 
III. Tener interés personal en el asunto, o tenerlo su cónyuge o concubino, o sus parientes, 

en los grados que expresa la fracción I de este artículo; 
 
IV. Haber presentado denuncia el servidor público, su cónyuge o sus parientes, en los 

grados que expresa la fracción I, en contra de alguno de los interesados; 
 
V. Tener pendiente el servidor público, su cónyuge o sus parientes, en los grados de 

parentesco un juicio contra alguno de los interesados o no haber transcurrido más de un 
año desde la fecha de la terminación del que hayan seguido hasta la fecha en que tome 
conocimiento del asunto; 

 
VI. Haber sido procesado el servidor público, su cónyuge o parientes, en virtud de querella o 

denuncia presentada ante las autoridades, por alguno de los interesados, sus 
representantes, patronos o defensores; 

 
VII. Estar pendiente de resolución un asunto que hubiese promovido como particular, o tener 

interés personal en el asunto donde alguno de los interesados sea parte; 
 
VIII. Haber solicitado, aceptado o recibido, por sí o por interpósita persona, dinero, bienes, 

muebles o inmuebles, mediante enajenación en precio notoriamente inferior al que tenga 
en el mercado ordinario o cualquier tipo de dádivas, sobornos, presentes o servicios de 
alguno de los interesados; 

 
IX. Hacer promesas que impliquen parcialidad a favor o en contra de alguno de los 

interesados, sus representantes, patronos o defensores, o amenazar de cualquier modo 
a alguno de ellos; 

 
X. Ser acreedor, deudor, socio, arrendador o arrendatario, dependiente o principal de 

alguno de los interesados; 
 
XI. Ser o haber sido tutor o curador de alguno de los interesados o administrador de sus 

bienes por cualquier título; 
 
XII. Ser heredero, legatario, donatario o fiador de alguno de los interesados, si el servidor 

público ha aceptado la herencia o el legado o ha hecho alguna manifestación en este 
sentido; 

 
XIII. Ser cónyuge, concubino o hijo del servidor público, acreedor, deudor o fiador de alguno 

de los interesados; 
 
XIV. Haber sido Juez o Magistrado en el mismo asunto, en otra instancia, o 
 
XV. Haber sido agente del Ministerio Público, jurado, perito, testigo, apoderado, patrono o 

defensor en el asunto de que se trata, o haber gestionado o recomendado anteriormente 
el asunto en favor o en contra de alguno de los interesados. 

 


